
10INFORME ANUAL dPA 2014 / Separatas Temáticas6. CULTURA Y DEPORTES

Se trataría por tanto de seguir la práctica más común de los países europeos donde, en palabras 
del autor J. L. Álvarez, “Los bienes culturales de la Iglesia, declarados o reconocidos, sean muebles 
o inmuebles, están sujetos a limitaciones en cuanto a su conservación, reparación y enajenación. 
Estas limitaciones se tratan de coordinar con el respeto al culto y de resolver en la práctica de común 
acuerdo”.

A partir de dicho análisis preliminar llevado a cabo, y tras diversas acciones reivindicativas acometidas por 
la Plataforma “Mezquita Catedral de Córdoba: Patrimonio de Tod@s” ante representantes del gobierno 
autonómico, fue mantenido un nuevo encuentro entre el Defensor del Pueblo Andaluz y representantes 
de dicha plataforma ciudadana para darles a conocer el resultado del análisis efectuado y para determinar 
el alcance de la actuación interesada al Defensor.

A este respecto, las partes consintieron que la intervención de la Institución se centrase principalmente 
en los aspectos atinentes a la gestión del uso del bien, sin menoscabo de que se pudiera valorar la 
oportunidad de dirigir alguna comunicación a la Institución del Defensor del Pueblo del  Estado y al 
Ministerio de Justicia trasladándole las reivindicaciones de la parte promotora de la queja relativas a la 
existencia de privilegios en la normativa hipotecaria a favor de la Iglesia católica.

De este modo, el titular de la Institución del Defensor del Pueblo Andaluz asumió el compromiso de 
llevar a cabo, durante el mes de enero de 2015, una mediación entre la Consejería de Educación, Cultura 
y Deporte, la Consejería de Turismo y Comercio, el Ayuntamiento de Córdoba y el Obispado de Córdoba, 
tendente a propiciar fórmulas de entendimiento entre las partes que hagan posible el consenso entre 
todas ellas para que, por encima de todo, resulten plenamente garantizados los derechos constitucionales 
y estatutarios que son reconocidos a la ciudadanía, y muy en particular, el derecho a disfrutar de los 
bienes patrimoniales, artísticos y paisajísticos de Andalucía.

2.1.2 
Sobre el uso religioso en edificios públicos

En contraposición al relato contenido en el apartado anterior, dedicado a las discrepancias surgidas a 
raíz de la inmatriculación por parte de la Iglesia Católica de la Mezquita-Catedral y de la gestión del uso 
realizada del monumento, declarado Patrimonio de la Humanidad, cabe traer a colación otra discrepancia 
que igualmente tiene que ver con la compatibilidad entre el uso religioso y el uso profano. 

Nos referimos al más de medio centenar de quejas recibidas al final del año 2014 con ocasión del uso 
religioso que, al parecer, va a darse a una parte del edificio en el que se emplaza la actual sede de la 
Diputación provincial de Córdoba.

En efecto, mientras que en el caso de la Mezquita-Catedral es la Iglesia católica la que se entiende 
propietaria del inmueble y, en consecuencia, lleva a cabo un modelo de gestión del uso en el que no 
participan las administraciones públicas y que no parece estar exento de polémica; en el supuesto que 
relatamos la propietaria del inmueble es la Diputación provincial de Córdoba, si bien ésta a través de un 
Decreto de su Presidenta ha autorizado a la Diócesis de Córdoba el uso del templo durante una serie de 
horas a la semana.

Los promotores y promotoras de las quejas fundamentan sus reivindicaciones en la aconfesionalidad del 
Estado, en el derecho a la igualdad y en el derecho a no sufrir discriminación. En este sentido indican que, 
a su juicio, el proceder de la citada Diputación ha resultado contrario a tales premisas constitucionales 
habida cuenta que ha supuesto el destino de dinero y patrimonio público a favorecer el uso religioso 
exclusivamente católico.
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Un asunto, por tanto, no exento de polémica sobre el que esta Defensoría está conociendo en estos 
momentos a partir de la tramitación de la queja 14/5977, a la que por criterios de economía procesal han 
sido acumuladas todas las recibidas sobre este asunto. De este modo, ha sido interesado a la Diputación 
provincial de Córdoba la evacuación de informe en relación con los hechos descritos, al objeto de poder 
forjar una opinión fundada en Derecho y, consiguientemente, dictar el pronunciamiento que proceda.

2.1.3 
La falta de conservación y los proyectos urbanísticos, principales 
peligros que se ciernen entorno a nuestro patrimonio cultural

No son infrecuentes las intervenciones que se llevan a cabo por parte de esta Defensoría a raíz de quejas planteadas 
por ciudadanos y ciudadanas que, sensibilizados con la Cultura y conocedores de la enorme importancia que 
ésta tiene en el adecuado desarrollo y progreso de una Sociedad, alertan acerca de posibles injerencias sobre 
bienes de destacado valor cultural derivadas de acciones u omisiones de nuestras Administraciones Públicas.

A este respecto, basta recordar la época del boom inmobiliario cuando prácticamente cualquier terreno 
de nuestra región era concebido como apto para acoger una nueva hilera de adosados, en la que las zonas 
de protección de estos bienes o ellos mismos parecían ser una limitación inasumible para el supuesto 
desarrollo económico de nuestra Comunidad. 

Era pues la presión urbanística la que ponía en riesgo buena parte del patrimonio inmueble del que 
habríamos tenido motivos más que suficientes para presumir ante propios y extraños.

El estallido de la “burbuja inmobiliaria” supuso con el tiempo una ostensible reducción de la presión habida 
sobre estos bienes, si bien la aparición de algunos datos macroeconómicos que hacen ver en algunos 
un cambio de ciclo ha llevado a desempolvar proyectos e iniciativas que durante un tiempo pensamos 
que habían pasado a mejor vida. 

Tal circunstancia se da especialmente en zonas de enorme atractivo turístico, como nuestro litoral, que no 
consigue que el sutil rumor de sus olas se imponga de una vez por todas sobre el rugir de las escavadoras.

Ejemplo de lo que comentamos lo constituye la queja 14/3237, promovida por una Comunidad de 
Propietarios que, a raíz de la aprobación provisional por parte del Ayuntamiento de Barbate del PGOU 
de ese municipio, alertaba sobre el reciente y sorpresivo cambio de ubicación habido en una parcela de 
uso hotelero y, más en particular, sobre su inclusión dentro de la delimitación del entorno del Bien de 
Interés Cultural “Fortaleza del Castillo de Zahara de los Atunes”, con posibles afecciones sobre el Lugar 
de Interés Etnológico que constituye la Fortaleza y Casa Chanca-Palacio de Las Pilas.

Interesados sobre la cuestión, pudimos conocer de manos de la Delegación territorial de Educación, Cultura y 
Deporte de Cádiz que ésta informó el documento de aprobación inicial del PGOU con fecha 3 de marzo de 2011, 
poniendo de manifiesto la existencia del BIC; la necesidad de identificar en el planeamiento todos los Bienes 
de Interés Cultural existentes en el municipio junto con el detalle de sus respectivos entornos; la necesidad de 
contemplar los Bienes de Interés Etnológico no sólo protegiendo los espacios físicos sino elaborando también 
medidas concretas para que los usos y las formas de vida en ellos desarrollados puedan seguir desenvolviéndose.

Dicha Delegación añadía en su informe que había seguido haciendo observaciones a los sucesivos documentos 
elaborados por el Consistorio barbateño habida cuenta que éste había obviado reiteradamente los requerimientos 
de subsanación puestos de manifiesto en el informe realizado sobre el documento de aprobación inicial.

Asimismo indicaba que había alertado al Ayuntamiento de Barbate y a la parte promotora de la queja, que 
seguiría exigiendo el estricto cumplimiento de la normativa de patrimonio histórico y que, en consonancia 




